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INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE BANCA DE DESARROLLO, QUE PRESENTAN LOS SENADORES MANLIO FABIO BELTRONES RIVERA, MARIA DE LOS ÁNGELES MORENO URIEGAS, FERNANDO CASTRO TRENTI, AMIRA GOMEZ TUEME, FRANCISCO LABASTIDA OCHOA, CARLOS LOZANO DE LA TORRE, HELADIO ELIAS RAMIREZ LOPEZ, RAMIRO HERNANDEZ GARCÍA, ELOY CANTÚ SEGOVIA Y RAÚL MEJÍA GONZALEZ, DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL PARTIDO REVOLUCIONARIO INSTITUCIONAL.

HONORABLE ASAMBLEA:

Los suscritosMANLIO FABIO BELTRONES RIVERA, MARÍA DE LOS ÁNGELES MORENO URIEGAS, FERNANDO CASTRO TRENTI, AMIRA GÓMEZ TUEME, FRANCISCO LABASTIDA OCHOA, CARLOS LOZANO DE LA TORRE, HELADIO ELÍAS RAMÍREZ LÓPEZ, RAMIRO HERNÁNDEZ GARCÍA, ELOY CANTÚ SEGOVIA Y RAÚL MEJÍA GONZÁLEZ, Senadores a la LXI Legislatura e integrantes del Grupo Parlamentario del Partido Revolucionario Institucional, con fundamento en lo dispuesto por los artículos 71 fracción II de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, y 55 fracción II del Reglamento para el Gobierno Interior del Congreso General de los Estados Unidos Mexicanos, nos permitimos someter a la consideración de esta H. Soberanía la INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE BANCA DE DESARROLLO, bajo la siguiente:

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS 

Las distintas instituciones que forman la Banca de Desarrollo han cumplido con un destacado papel e importancia en el desarrollo económico de nuestro país. México fue visionario al haber sido uno de los primeros países en crear las instituciones de fomento para inducir y fortalecer su crecimiento económico. El estímulo a determinadas actividades sectoriales fue muy significativo y los logros fueron enormes. 

De acuerdo con varios autores, las diferencias en el desempeño económico pueden ser explicadas por el papel de las instituciones. Los países que lograron industrializarse y obtener un crecimiento estable y sostenido, junto con una buena distribución del ingreso lo hicieron debido a la calidad de sus instituciones de fomento al desarrollo. Estas son un factor clave para generar un sistema de incentivos económicos y aún, si cabe, extraeconómicos para emprender acciones de inversión, ahorro, innovación tecnológica y, desde luego, para lograr una adecuada aplicación de las políticas públicas. 

El papel de las instituciones de banca de desarrollo en el futuro del país, cabe en el contexto de la discusión sobre la reforma del Estado que ha tenido lugar en nuestro país en los últimos años. 

La reciente crisis económica, más allá de los factores que la causaron, ha dejado una lección clara: el funcionamiento del mercado nunca es suficiente, por sí solo, para evitar las crisis económicas y financieras. Es indispensable la actuación del Estado para resolverlas y, sobre todo, para propiciar equilibrios entre sectores, así como una mejor distribución del ingreso.

En efecto, en esta etapa de profunda caída económica e inestabilidad financiera, las empresas privadas y los bancos están acudiendo al gobierno en busca de ayuda y resolución de problemas. La realidad económica está generando un nuevo consenso: sin la intervención del Estado, el desarrollo sostenido es imposible. El Estado es fundamental para orientar el desarrollo económico y social, y no solo es el vigilante y guardián de la aplicación de las reglas mercantiles. 

En este escenario, la banca de desarrollo surge nuevamente como un instrumento activo y poderoso del Estado y se reconoce la importancia de contar con entidades de fomento como instrumentos para impulsar el desarrollo económico, y como palanca de un proceso de cambio que contribuya a estimular los proyectos de inversión socialmente rentables, pero que la banca privada no está interesada en financiar. 

Para ello, se requiere recuperar lo mejor de nuestra experiencia. Nacional Financiera que contribuyó en sus diferentes etapas a la industrialización nacional y al desarrollo del mercado de capitales, fue también un poderoso agente financiero del Gobierno Federal para contratar crédito externo de largo plazo. NAFIN creó un conjunto de fondos especializados como el Fondo Nacional de Estudios y Proyectos (FONEP), el Fondo de Garantía de Inversiones, Coberturas y Límites (FOGAIN), y el Fondo Multilateral de Inversiones (FOMIN) para articular una cadena de apoyos para la pequeña y mediana empresa, desde los estudios de pre inversión, crédito en primer y segundo piso y garantías, hasta la participación en capital de riesgo, acompañado con capacitación, evaluación y asistencia técnica. 

Asimismo, actuando como un eslabón más en esta política coordinada de financiamiento al desarrollo, el Banco de México complementó la cadena creando el Fondo de Equipamiento Industrial (FONEI) para contribuir a incrementar la capacidad productiva; así como los Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura (FIRA).

Se estableció también un verdadero sistema de crédito al campo con los Bancos de Crédito Rural, Ejidal y Agropecuario, que posteriormente se integraron en el Banco Nacional Rural de Crédito, cuyo desempeño se complementó con un sistema de seguros.

Para crear infraestructura y alentar el financiamiento a Estados y municipios se creó, primero, el Banco Nacional Hipotecario, Urbano y de Obras Públicas que luego se transformó en el Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos S.N.C. (BANOBRAS), el también llamado banco del federalismo.

El Banco Nacional de Comercio Exterior, que probó un buen éxito en el apoyo a la política de importaciones y exportaciones, se complementó con el Fondo Mexicano para las Exportaciones (FOMEX) para fomentar la actividad del sector externo.

Por su parte, el Fondo Nacional de Fomento al Turismo  (FONATUR), absorbió al Fondo de Infraestructura Turística (INFRATUR) que destacadamente respaldó la infraestructura turística de México. 

El Fondo para la Vivienda (FOVI) y el Fondo de Garantía y Apoyo a los Créditos para la Vivienda de Interés Social (FOGA) actuaron de manera determinada para desarrollar ese sector. 

Algunas instituciones, después de cumplir el cometido para el que fueron creadas, desaparecieron cuando resultaron demasiado especializadas o ya  no cumplían  sus propósitos, como fue el caso de la Beneficiadora Nacional de Apoyo al Pequeño Comercio (BANPECO), el Banco Cinematográfico o el Banco Nacional Pesquero y Portuario, SA de CV (BANPESCA).

Hoy, por razones diversas, las instituciones de banca de desarrollo que aún operan, acusan una acentuada y creciente debilidad. Con la aparición de la banca múltiple y nuevos instrumentos de financiamiento, muchas dejaron de operar en “primer piso”, otorgando garantías y canalizando créditos a través del redescuento. En otras palabras, dejaron de financiar proyectos y se convirtieron en evaluadoras de riesgos crediticios y comerciales. 

La situación se agravó porque la banca comercial, por su parte, no solicita de manera significativa el redescuento de recursos pues, en la práctica, ha disminuido el otorgamiento de créditos para actividades productivas. 

Asimismo, el elevado costo del crédito ha marginado a sectores económicos y sociales poco atractivos por su rentabilidad o riesgo, pero que tienen una alta significación social. 

Lo anterior,  pone de manifiesto la urgencia de revitalizar y transformar a la Banca de Desarrollo, cuyos activos se han depreciado de manera significativa. Sólo entre 2002 y 2005, según una revisión realizada por la Auditoria Superior de la Federación, (ASF), los activos, sobre todo los de BANCOMEXT, NAFIN y BANOBRAS se depreciaron  en $234,500 millones de pesos; la cartera vigente decreció en $197,723 millones; y la cartera vencida se incrementó, en los casos de BANCOMEXT y Sociedad Hipotecaria Federal (SHF). Un porcentaje estimado en un tercio de la cartera de la banca de desarrollo se canaliza a clientes que también son apoyados por la banca comercial, incumpliendo así con el objeto que marcan sus leyes orgánicas. Además, se observa una elevada concentración de los apoyos. El estado de México, Baja California, Nuevo León, Jalisco y el Distrito Federal concentraban el 45% del crédito de SHF; el Distrito Federal obtuvo casi el 50% de los créditos de BANOBRAS y BANCOMEXT y el 40% de NAFIN; en contraste, 17 entidades federativas sumadas apenas recibían el 1% de los créditos de BANOBRAS.

Aún más, en el actual escenario de crisis, la banca de desarrollo ha figurado sólo como un sujeto de rescate más que de fomento productivo a la economía. Ha destinado alrededor de 6 mil millones de dólares en el primer semestre del año, equivalentes a 0.7 % del PIB. Sin embargo, ha dado prioridad a las grandes industrias, ya que de ese monto destinó 3,800 millones de dólares para rescatar a empresas como la Comercial Mexicana y Vitro, entre otras, con problemas para refinanciar sus deudas de corto plazo. En contraste, se creó un programa para apoyar a las pequeñas y medianas empresas, para las cuales se destinaron  2,300 millones de dólares; esto indica que a las pymes solo se les asignó el 37.7% de los recursos, mientras que el 62.3% se orientó a las grandes empresas. 

Según la encuesta “Evolución del Financiamiento a las Empresas durante el trimestre Abril-Junio de 2009”, elaborada por el Banco de México, las empresas consultadas reportan que del total de su financiamiento, su principal fuente de financiamiento son sus propios proveedores quienes representan un 56.7%; mientras que los bancos de desarrollo sólo significan 

un 1.7% en la obtención de fondos. Esta situación contrasta con la meta de impulsar a las Pymes, por ser éstas las principales generadoras de empleo en el país.  

A lo anterior habría que añadir algunas disparidades en el contexto internacional. Mientras los países desarrollados ponen el énfasis de su banca pública en la creación de sectores no tradicionales, y en México no se tienen políticas al respecto.

 En la mayoría de los países, las instituciones cuentan con estructuras operacionales compactas y de cobertura masiva. En Italia, Alemania y España una solo institución de cada país concentra el apoyo financiero y fiscal estatal al desarrollo, en Brasil dos, en Estados Unidos y Corea tres, y en Japón cuatro.  

Es indudable que muchos de los problemas que ha experimentado la banca de desarrollo, tienen un origen exógeno y otros se vinculan a las grandes crisis cambiarias, fiscales y de deuda externa, de 1976, 1982 y diciembre de 1994. También es cierto que algunos descalabros obedecieron a ineficacia o malas prácticas en la administración, o bien a lineamientos gubernamentales inadecuados. Pero eso no debía cancelar a las instituciones o minimizarlas, sino reorientarlas y reglamentarlas de mejor manera.

La crisis más reciente y los cambios que ha experimentado la economía mundial, hacen necesario modificar las estrategias e instituciones nacionales para adaptarlas a las nuevas realidades internacionales, especialmente en países como el nuestro en los que no se ha podido conciliar la aplicación de los principios liberales del mercado con la eliminación de necesidades insatisfechas de una proporción importante de la población

Algunos de los cambios operados, por ejemplo la sustitución del sistema BANRURAL por la Financiera Rural como agencia de desarrollo; el recorte de operaciones y funciones de Nacional Financiera, la sustitución del Patronato del Ahorro Nacional (PAHNAL) por el Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros (BANSEFI); la transformación de FOVI-FOGA en la Sociedad Hipotecaria Federal (SHF); o la reactivación de algunas operaciones de NAFIN y BANOBRAS, no han sido suficientes para devolverle el dinamismo necesario a la Banca de Desarrollo. Al contrario, se podría decir que en general las instituciones se han ido desmantelando y, como consecuencia, han perdido los mecanismos para financiar 

inversiones estratégicas. La  falta de asistencia técnica, de elaboración de proyectos o la supresión del financiamiento de primer piso han desvirtuado sus funciones. Pareciera que cambiaron sus objetivos: en vez de estar dirigidos a coadyuvar al desarrollo nacional, se orientaron a elevar la eficiencia del aparto financiero como un todo.

Algunas de las medidas que en tiempos más cercanos ha impulsado el Ejecutivo Federal para fortalecer a la Banca de Desarrollo son plausibles, como la de darle a las instituciones que la conforman mayor autonomía de gestión, fortalecer sus consejos directivos, fusionar Fomento Minero a Nacional Financiera. 

Sin embargo, otras medidas, merecen revisarse.  Tal es el caso de la separación de las funciones de promoción al comercio exterior de las de financiamiento al mismo sector, lo cual  que no es entendible. La mayor parte de los países conjugan ambas funciones en una institución. No parece pertinente que cuando las economías se abren y el comercio mundial se transforma, nuestro país desmantele al banco que debería financiar las exportaciones e importaciones que llevamos a cabo. Si bien PRO MÉXICO cumple parte de la  tarea de promover las exportaciones, no se encuentra razón alguna para  que su desempeño esté desligado del objetivo de BANCOMEXT.

En lo que toca a Financiera Rural, su operación está sobre cargada de requisitos y trámites, los cuales en vez de propiciar el que otorgue créditos, pareciera que lo inhibe. Se le prohíbe obtener recursos del público cuando bien podría fortalecerse capturando el ahorro que en varias zonas agropecuarias existe y no se aprovecha. Los créditos al campo deben, por su parte, estar montados en proyectos de infraestructura que sustenten la producción e integración y encadenamiento de actividades. 

Financiera Rural debe tener el carácter de Sociedad Nacional de Crédito, Banco de Desarrollo. Se le deben integrar capital, patrimonio, actividades y la totalidad de los recursos que actualmente emplean el Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios, el Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura, y encontrar una coordinación sistemática con los fideicomisos instituidos en relación a la agricultura (FIRA).

El Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos se diseñó como un instrumento financiero dirigido a impulsar la dotación de servicios públicos y a satisfacer las necesidades surgidas del proceso de urbanización. Aún cuando su programa comprendía todas las operaciones de crédito inmobiliario para construcciones urbanas, instalaciones industriales y obras de servicio público, en la práctica la acción institucional se orientó de  manera prioritaria al financiamiento de obras para el abastecimiento de agua potable, la construcción de drenajes y obras de saneamiento, la construcción de mercados, los servicios municipales de luz eléctrica, así como la construcción de rastros. 

El crédito industrial fue poco operado y en materia de vivienda los proyectos que respaldó fueron muy limitados. Si bien es cierto que el índice de capitalización está por encima de  lo que establece la regla, ello se debe en gran parte a que el otorgamiento de créditos, o la emisión de garantías, prácticamente se han estancado. Con una nueva orientación este banco debe financiar proyectos productivos rentables de empresas públicas e inversiones de gobiernos estatales y municipales, pero en condiciones de fomento y no de competencia con la banca comercial. Especialmente debe apoyar proyectos de infraestructura básica y de mejora ambiental. Las razones por las que se creó son las mismas que urgen su modernización. 

Como el objetivo de BANOBRAS en esencia ha estado orientado a los servicios, resulta conveniente fusionarle al Fondo Nacional de Fomento al Turismo (FONATUR) que atiende el mismo segmento de la economía, el de la infraestructura, y que en su origen promovía la inversión turística y hoy se ha convertido en una suerte de agencia inmobiliaria. Esta acción se traducirá en un importante incremento en la competitividad, derivado del abaratamiento en los costos de producción de las empresas turísticas. 

Las previsiones a la baja del crecimiento económico del país hacen urgente llevar a cabo la transformación legal e institucional  de la banca de desarrollo que le permita volver a reforzar la expansión del aparato productivo. La economía mexicana dispuso de un volumen de capitales muy grande en los últimos 10 años, y, sin embargo, el país no ha logrado desarrollarse. Desde una perspectiva muy general, puede decirse que la explicación no reside en la escasez de recursos financieros, que permitieron mantener tasas de inversión relativamente altas, así como importantes flujos de inversión extranjera. Las causas del lento crecimiento económico, así como de constantes incrementos en la pobreza, residen en la calidad de las inversiones y en la selección de proyectos de inversión que han permitido las instituciones existentes. 

Actualmente, se requiere transformar nuestras instituciones de banca de desarrollo para lograr hacer más eficientes los recursos monetarios que todavía fluyen al país, aunque en menor cuantía; asimismo, se requiere inyectar recursos a nuestro aparato industrial tradicional para que el sistema económico en su conjunto vuelva a generar empleos y riqueza, a la vez de impulsar un proceso de innovación de sectores no tradicionales en nuestra economía, que nos permitan insertarnos en los cambios que a nivel mundial se están gestando como resultado de la actual crisis económica. 

Para ese propósito, en esta iniciativa de Ley marco se crea el Sistema Nacional de Banca de Desarrollo en el que las instituciones que lo integran, con base en elementos comunes, operen de manera coordinada e integral para financiar actividades económicamente prioritarias. La Ley define las instituciones que integran el sistema, sus funciones, objetivos y mecanismos esenciales. Al mismo tiempo, establece la obligatoriedad de las instituciones, que al ser eje de un sector específico, deben estar vinculadas  a las secretarías del ramo que definen la política sectorial correspondiente.

La presente ley, se inscribe en el propósito de coadyuvar a que el Estado cumpla con lo establecido en los párrafos primero y segundo del Artículo 25 Constitucional, el cual señala que le corresponde al Estado la rectoría del desarrollo nacional, mediante el fomento del crecimiento económico y el empleo; así como la esencia de lo estipulado en el párrafo segundo del mismo artículo, el cual señala que el Estado planeará , conducirá, coordinará y orientará la actividad económica nacional y fomentará las actividades que demande el interés general, en el marco de las libertades que reconoce nuestra Constitución Política. 

El Sistema se integra por las siguientes instituciones:

a)  Nacional Financiera, como eje del sistema, contará con la tarea de impulsar y fortalecer el mercado interno; tendrá por objeto dar atención prioritaria a las micro, pequeñas y medinas industrias, además de impulsar grandes programas y proyectos estratégicos de empresas mexicanas. Se le integran todos los fondos de financiamiento a las PYME’S, actualmente operando bajo la jurisdicción de la Secretaría de Economía. Asimismo, con objeto de alcanzar un mayor nivel de bancarización y contribuir a aumentar los niveles de ahorro interno, absorberá los recursos financieros, materiales y humanos del BANSEFI, así como sus funciones de promover y fomentar el ahorro y otros servicios financieros para la población, emitir bonos del Ahorro Nacional y recibir depósitos en administración o custodia o en garantía, por cuenta de terceros  de los títulos emitidos. 

b) Banco Nacional de Comercio Exterior como institución independiente de impulso y coordinación del comercio exterior, tendrá por objeto fortalecer a las empresas de los sectores industrial, comercial y de servicios orientados al mercado externo, incluyendo importaciones y exportaciones; por lo que se le integran todas las funciones de promoción al comercio exterior, actualmente responsabilidad de PROMEXICO.   

c) Banco Nacional de Fomento Agropecuario, antes Financiera Rural, ahora con la categoría de Sociedad Nacional de Crédito, Banco de Desarrollo, se le integran todos los programas y fondos de financiamiento que tiene la Secretaría de Agricultura, sin demérito de que algunos pueden preservarse como ventanillas. Igualmente el FIRA se coordinará con este nuevo banco, pero preservando algún grado de autonomía. Por otra parte, se crea un fondo de inversión en infraestructura agrícola al interior de dicho banco. 

d) El Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, se preserva como banco de la Infraestructura y de apoyo técnico y financiero tanto para Estados como para Municipios. Para fortalecer su desempeño, el Fondo Nacional de Fomento al Turismo (FONATUR), hoy en día relegada a cumplir funciones similares a las de una agencia inmobiliaria, así como el Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares (FONHAPO); y la Sociedad Hipotecaria Federal (SHF) se coordinará operativamente con BANOBRAS para  vincular la construcción de infraestructura y el desarrollo urbano con el sector de la vivienda. 

El Sistema Nacional de Banca de Desarrollo será coordinado por la Secretaría de Hacienda, a través del Consejo Nacional de Financiamiento para el Desarrollo, integrado por los titulares de los bancos de desarrollo que son parte del sistema, las secretarias de estado sectoriales, así como por consejeros independientes. El Consejo Nacional de Financiamiento para el Desarrollo es el encargado de establecer los objetivos y políticas del sistema, que entre otros aspectos debe señalar las entidades sectoriales, es decir, secretarías de estado a las que les corresponda coordinar un determinado sector o industria del país para establecer una relación funcional. Esta relación se reflejará en el Consejo que será presidido por la Secretaría de Hacienda y Crédito Público.  

La Ley que se somete a consideración de esta soberanía tiene como objetivo que las instituciones integrantes del sistema estén en posibilidades de:

 1.-  Contribuir al desarrollo nacional y a la mayor competitividad externa e  interna de México, a través de proyectos de inversión que sirvan para 

incrementar la capacidad productiva, así como para lograr un incremento en la demanda efectiva.

2. Contribuir a un desarrollo regional equilibrado y apoyar a un federalismo actuante;

3. Movilizar y fomentar un incremento en el ahorro interno.

4. Establecer los programas de financiamiento sectorial; así como evaluar y financiar los proyectos que los sustentan.

5. Actuar como Agente Financiero del Gobierno Federal y otorgar asistencia técnica complementaria de los créditos, coadyuvando así al desarrollo empresarial; Asimismo, formar personal profesional técnicamente calificado para formular y evaluar proyectos de inversión.

6. Operar en forma complementaria con la banca privada para incrementar la competencia en el sector financiero.

En lo que toca al capital de las instituciones integrantes del Sistema, la Ley establece la posibilidad de que tengan mayor capacidad de apalancamiento que diversifiquen sus fuentes de fondeo y dejen de ser agencias de desarrollo, para poder multiplicar los recursos y no depender solo de los que el gobierno les aporte. Se considera que es una responsabilidad del Estado Mexicano mantener adecuadamente capitalizadas a las Instituciones en forma compatible con el crecimiento de su financiamiento a lo largo del tiempo.

En correspondencia a las leyes orgánicas de cada una de las instituciones se establece que éstas operen con dos tipos de acciones: las de  serie “A” suscritas por el Gobierno Federal y las acciones de serie “B” suscritas por entidades, así como personas físicas o morales del sector atendido. Se parte de la convicción de que las Instituciones deben  generar utilidades, que como mínimo cubran el rendimiento garantizado.  El remanente deberá ser  reinvertido. 

En relación al financiamiento otorgado por la Banca de Desarrollo, la presente Ley otorga a las instituciones integrantes del sistema, capacidad de utilizar toda la gama de operaciones de financiamiento. De manera especial, les permite actuar en operaciones de primer piso, sin dejar de operar, cuando así convenga, en 2º piso o con garantías. De manera 

específica, se les permite otorgar créditos para pre-inversión ;operaciones con capital de riesgo; canalización de subsidios focalizados con aportaciones presupuestales transparentes; uso de recursos presupuestales para propósitos específicos; actuar como agente financiero del Gobierno Federal para operaciones activas y pasivas; y actuar para realizar actividades fiduciarias. En el financiamiento de proyectos debe prevalecer el análisis de la viabilidad del proyecto sobre las garantías reales.

En la  iniciativa se considera que es indispensable mejorar la Gobernanza de la Banca de Desarrollo. De ahí que resulte necesario aislar su administración de los cambios de Gobierno e impedir cambios frecuentes de sus Directores. El régimen de gobierno que se propone incluye a consejeros independientes que no tengan conflicto de intereses con los de los propios bancos. Las instituciones del sistema deben tener autonomía de gestión y una regulación que no les impida operar eficazmente. 

Cabe, por supuesto, considerar implementar una reestructuración, modernización y afinamiento de sus estructuras de operación interna. 

Los Consejeros integrantes del Consejo de Financiamiento para el Desarrollo, con carácter de independientes, serán propuestos por el Presidente de la República y ratificados por el Senado; éstos serán inamovibles en su cargo, salvo por las causales que ésta ley señale y serán designados por periodos fijos de seis años que serán transexenales y con la posibilidad de ser reelectos. Igualmente se plantea que la designación de nuevos consejeros del Consejo también sea escalonada.

Asimismo, éstos deberán tener reconocida experiencia financiera en el sector al que corresponda atender y no contarán con relación laboral alguna con integrantes del Consejo o con instituciones del Sistema.

El actual sistema de rendición de cuentas en la banca de desarrollo no ha funcionado como se necesita. El Informe Anual en ocasiones no tiene la calidad requerida. Las cifras de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores no siempre son compatibles con los informes y pronunciamientos en la materia que hacen los Secretarios o los Directores de los Bancos. En otros casos, los conceptos no coinciden.   

La iniciativa establece que la coordinadora del sistema debe rendir un Informe Trimestral del Sistema de Banca de Desarrollo al Congreso, con un análisis cuidadoso del crédito otorgado que debe discutirse en las Comisiones de Hacienda de ambas Cámaras.  En su caso, deben comparecer el Secretario de Hacienda, los secretarios sectoriales o los directores de los bancos integrantes del Sistema. 

Por último, cabe destacar que los bancos de desarrollo integrantes del Sistema proporcionarán a las autoridades y al público en general información referente a sus operaciones, situándose con esta medida a la par de las exigencias de transparencia en el manejo de los recursos que la sociedad hoy en día reclama de sus instituciones; de igual forma, se contempla que dichas instituciones cuenten con indicadores que midan los servicios con los que cada entidad y fideicomiso atiende a los sectores que les corresponden. 

Por lo anteriormente expuesto, los suscritos, Senadores Manlio Fabio Beltrones Rivera, María de los Ángeles Moreno Uriegas, Fernando Castro Trenti, Amira Gómez Tueme, Francisco Labastida Ochoa, Carlos Lozano de la Torre, Heladio Elías Ramírez López, Ramiro Hernández García, Eloy Cantú Segovia y Raúl Mejía González, integrantes del grupo parlamentario del Partido Revolucionario Institucional de la LXI Legislatura, sometemos al pleno de esta soberanía la siguiente:

INICIATIVA CON PROYECTO DE DECRETO POR EL QUE SE CREA LA LEY DEL SISTEMA NACIONAL DE BANCA DE DESARROLLO

TITULO PRIMERO

Capitulo Único

Disposiciones Generales

ARTÍCULO 1. La presente Ley es de orden público y observancia general en los Estados Unidos Mexicanos y tiene por objeto:

I.          Regular la integración, organización y funcionamiento del Sistema Nacional de Banca de Desarrollo;

II.         Definir las características de las entidades que integrarán el Sistema Nacional de Banca de Desarrollo, así como las materias y funciones que corresponderán a cada una de ellas;

III.       Normar la creación, el funcionamiento y las atribuciones del Consejo Nacional de Financiamiento al Desarrollo;

IV.       Determinar los criterios a seguir para que la Banca de Desarrollo otorgue financiamiento y apoyo técnico a los sectores correspondientes, y

V.        Definir los mecanismos de financiamiento y fondeo con los que contarán las entidades que integren el Sistema Nacional de Banca de Desarrollo para lograr un óptimo manejo financiero.

ARTÍCULO 2. Para los efectos de esta ley, se entiende por:

I.          Banca de Desarrollo, a las entidades de la Administración Pública Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propios, con funciones de financiamiento para el fomento de actividades prioritarias o proyectos estratégicos para el crecimiento del país. Las instituciones que conforman la banca de desarrollo se enlistan en el artículo 7º. de esta Ley;

II.         Consejo, al Consejo Nacional de Financiamiento al Desarrollo que será el órgano colegiado rector del Sistema Nacional de Banca de Desarrollo al cual conducirá de acuerdo con los objetivos determinados en el Plan Nacional de Desarrollo y en los programas sectoriales correspondientes; 

III.       Dependencias Sectoriales, a cada una de las secretarías de estado a las que corresponda conducir las políticas públicas y coordinarse con la Banca de Desarrollo para apoyar a un determinado sector de la economía del país; 

IV.       Sistema, al Sistema Nacional de Banca de Desarrollo, que se define como el conjunto de acciones ordenadas de las Sociedades Nacionales de Crédito, bancos de desarrollo, en torno a una política de financiamiento del desarrollo, bajo la coordinación del Consejo Nacional de Financiamiento al Desarrollo y considerando los objetivos establecidos en el Plan Nacional de Desarrollo y en los programas sectoriales correspondientes;

V.        Secretaría, a la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

VI.       Gobierno, al Gobierno Federal de los Estados Unidos Mexicanos; 

VII.      Secretario, al Titular de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público; 

VIII.     Subsecretario, al Titular de la Subsecretaría de Hacienda y Crédito Público; 

IX.       Secretario Ejecutivo: al Secretario Ejecutivo del Sistema; y 

X.         Reglamento, al Reglamento Interno del Sistema. 

ARTÍCULO 3. Las entidades y dependencias a las que se refiere esta ley deben observar en la administración de los recursos públicos federales los criterios de legalidad, equidad, eficiencia, economía, racionalidad, austeridad, transparencia, control, rendición de cuentas y apego a los objetivos establecidos en el Sistema Nacional de Planeación Democrática y a los criterios del Programa Nacional de Financiamiento al Desarrollo.

ARTÍCULO 4. Para los casos no previstos en la presente ley, se aplicarán de manera supletoria, en lo que no se contrapongan a ésta:

I.          Ley de Instituciones de Crédito;

II.         Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito;

III.       Ley de Ahorro y Crédito Popular;

IV.       Ley de la Comisión Bancaria y de Valores, y

V.        Leyes orgánicas o equivalentes que regulan en lo particular a las entidades que integran la banca de desarrollo.

ARTÍCULO 5. En caso de duda sobre la interpretación de las disposiciones de esta ley, se estará a lo que resuelva para efectos administrativos el Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría.

TÍTULO SEGUNDO

Capítulo I

Del Sistema Nacional de Banca de Desarrollo

ARTÍCULO 6. El Sistema tiene por objeto:

I.          Contribuir al desarrollo económico nacional, mediante la eficiente canalización y movilización del ahorro interno y externo hacia proyectos de inversión viables con el propósito de facilitar el acceso al financiamiento a personas físicas y morales que desempeñen o emprendan actividades económicas relevantes para el crecimiento del país.

II.         Establecer programas de asesoría técnica para la instrumentación de los proyectos de inversión a los que otorguen financiamiento a través de la banca de desarrollo;

III.       Promover el establecimiento de mecanismos para la captación y canalización eficiente del crédito hacia los sectores estratégicos y actividades prioritarias que establezca el Plan Nacional de Desarrollo y en apoyo a los programas sectoriales y actividades prioritarias correspondientes;

IV.       Realizar estudios económicos, financieros y de mercado necesarios para el desarrollo de los proyectos de inversión que se apoyen, y 

V.        Integrar un catálogo de proyectos de inversión económicamente viables.

ARTÍCULO 7. Las entidades de la Administración Pública Federal, con personalidad jurídica y patrimonio propio, que tendrán el carácter de sociedades nacionales de crédito y se considerarán como entidades de banca de desarrollo integrantes del Sistema son cada una de las siguientes, para las áreas que se indican:

I.          Nacional Financiera, que tendrá por objeto el financiamiento y apoyo técnico, a las pequeñas y medianas empresas de los sectores industrial, comercial y de servicios destinadas para el mercado interno y, en general, al desarrollo económico nacional y regional del país;

II.         Banco Nacional de Comercio Exterior, que tendrá por objeto otorgar financiamiento y apoyo técnico a las empresas mexicanas para su acceso al comercio exterior, así como promover y apoyar su actividad exportadora e importadora de las empresas mexicanas e impulsar su internacionalización.

III.       Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos, que tendrá por objeto financiar o refinanciar proyectos de inversión pública o privada en infraestructura, vivienda, servicios públicos, transporte y turismo, así como brindar asesoría técnica para apoyar el fortalecimiento económico de la Federación, las entidades federativas y los municipios;

IV.       Banco Nacional de Fomento Agropecuario, antes Financiera Rural, tendría por objeto financiar y brindar asesoría técnica para el desarrollo de las actividades agropecuarias, forestales, ganaderas, pesqueras y las demás vinculadas con el medio rural, y

V.        Las demás que en el futuro sean creadas por Ley o Decreto del Congreso de la Unión con las características que para las entidades de banca de desarrollo establece esta ley.

ARTÍCULO 8. La Secretaría, en coordinación con el Consejo y la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, deberá vigilar que el Sistema contribuya eficientemente al cumplimiento de los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo.

Capítulo II

Del Consejo Nacional de Financiamiento al Desarrollo

ARTÍCULO 9. El Consejo tiene a su cargo las atribuciones siguientes:

I.          Emitir los lineamientos generales que deberán acatar las entidades de banca de desarrollo del Sistema, con independencia de las que están obligadas a seguir en materia financiera en términos de la presente ley y demás disposiciones aplicables;

II.         Vigilar que en el desarrollo de sus funciones las entidades del Sistema preserven y mantengan su capital, garantizando la sustentabilidad de su operación, mediante la canalización eficiente, prudente y transparente de recursos; 

III.       Establecer los criterios y objetivos a observar por el Titular del Secretario para la elaboración de los planes de financiamiento;

IV.       Aprobar los planes de financiamiento elaborados por las entidades de banca de desarrollo, tomando en consideración los programas anuales globales de financiamiento elaborados por la Secretaría. Los planes de financiamiento deberán contener los detalles de aplicación de recursos a los proyectos que se elaboren por sector, los resultados esperados y los plazos de aplicación, así como la opinión del Titular del Secretariado Ejecutivo;

V.        Supervisar y evaluar que los programas de financiamiento de las entidades de banca de desarrollo contribuyan a generar un desarrollo económico con impacto regional;

VI.       Establecer criterios cuantitativos para medir resultados de la operación y el manejo de los recursos financieros, así como criterios cualitativos para el sano manejo de los recursos humanos, financieros y materiales de las entidades de banca de desarrollo;

VII.      Aprobar los estados financieros del las entidades de banca de desarrollo del Sistema y ordenar su publicación. Los estados financieros deberán estar suscritos por el Titular de Secretariado Ejecutivo;

VIII.     Aprobar, en su caso, la constitución de reservas por parte de las entidades de banca de desarrollo;

IX.       Aprobar, adicionar o modificar, los presupuestos generales de gasto e inversión que las entidades de banca de desarrollo sometan a su consideración, sin sujetarse a lo dispuesto en el artículo 31, fracción XXIV de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal;

X.         Aprobar y en su caso modificar, las propuestas de límites de endeudamiento neto externo e interno y de financiamiento neto, así como los límites de intermediación financiera que las entidades de banca de desarrollo presenten a su consideración por conducto del Titular del Secretariado Técnico;

XI.       Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes muebles e inmuebles, de servicios y de realización de obras que las entidades de banca de desarrollo del Sistema requieran;

XII.      Aprobar la emisión de certificados de aportación patrimonial, provisional o definitiva por parte de las entidades de banca de desarrollo;

XIII.     Establecer los planes de financiamiento al desarrollo que aplicarán las entidades de banca de desarrollo del Sistema, atendiendo a las necesidades específicas del sector que corresponda;

XIV.     Aprobar el informe anual de actividades que presente el Titular del Secretariado Ejecutivo;

XV.      Aprobar las inversiones en capital de riesgo de las entidades de banca de desarrollo del Sistema, estableciendo las modalidades que se consideren convenientes;

XVI.     Autorizar la adquisición y uso de tecnología para el cumplimiento del objetivo del Sistema;

XVII.   Aprobar el Reglamento Interno y el Manual de Operaciones del Sistema, a propuesta del Titular del Secretariado Ejecutivo;

XVIII.  Expedir las normas y criterios a los cuales deberá sujetarse la elaboración y ejercicio del presupuesto de gasto corriente y de inversión física de las entidades del Sistema, así como aprobar dicho presupuesto y las modificaciones que corresponda efectuar durante el ejercicio, una vez autorizados los montos globales de estos conceptos por parte de la Secretaría;

XIX.     Dictar los lineamientos y establecer las medidas y mecanismos que procuren el mejor aprovechamiento y la canalización más adecuada de los recursos de las entidades de banca de desarrollo, considerando planes coordinados de financiamiento entre éstas, las organizaciones nacionales auxiliares del crédito, los fondos y fideicomisos públicos constituidos por el Gobierno para el fomento económico, y las instituciones de banca múltiple; 

XX.      Aprobar, a propuesta del Titular del Secretariado Ejecutivo, la estructura orgánica, las bases para la elaboración de tabuladores de sueldos, política salarial, y para el otorgamiento de incentivos; programas de estímulos, ascensos, promociones y jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; indicadores de evaluación de desempeño para la determinación de compensaciones y demás prestaciones económicas y de seguridad social establecidas en beneficio de los servidores públicos que laboren en el Sistema, previa opinión y recomendación que, en su caso, emita el comité de recursos humanos y desarrollo institucional de cada entidad de banca de desarrollo integrante del Sistema;

XXI.     Aprobar las inversiones en el capital de las empresas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 de la Ley de Instituciones de Crédito, así como su enajenación; 

XXII.    Elaborar el anteproyecto de reglamento orgánico de cada entidad de banca de desarrollo en el cual se establecerán las bases conforme a las que se regirá la organización y el funcionamiento de sus órganos; para someterlo a la consideración del Ejecutivo Federal; 

XXIII.  Emitir las reglas prudenciales, de registro de operaciones, de información financiera y para la estimación de activos.

XXIV.  Designar a los contralores de cada una de las instituciones integrantes del Sistema, quienes deberán entregar de manera anual al Consejo, una evaluación que permita conocer los resultados de la aplicación de los recursos públicos federales por parte de los organismos referidos.

XXV.   Expedir las normas que regulen los instrumentos y procedimientos de control de las instituciones integrantes del Sistema, y

XXVI.  Las demás que le confieran esta ley y otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 10. El Consejo está integrado de la siguiente manera:

I.          El Secretario, quien fungirá como Presidente del Consejo;

II.         Los titulares de las secretarías de Economía, Agricultura Ganadería, Desarrollo Rural, Pesca y Alimentación, el gobernador del Banco de México, el Titular del Secretario Ejecutivo, los directores generales de las entidades de banca de desarrollo que integran el Sistema, el Director General de los Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura, el Director General de la Sociedad Hipotecaria Federal (SHF), así como el titular de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y

III.       Cinco consejeros independientes, designados por el titular del Poder Ejecutivo Federal y ratificados por el Senado de la República.

ARTÍCULO 11. Los consejeros a los que se refiere la fracción II del artículo 10 de esta Ley serán suplidos en sus ausencias por servidores públicos del nivel inmediato inferior siguiente.

En caso de ausencia del Secretario, el Subsecretario fungirá como Presidente del Consejo.

Los consejeros independientes no tendrán suplentes y deben asistir cuando menos al setenta por ciento de sesiones que se hayan convocado en un año calendario. En caso de que algún consejero independiente se ausente 

al treinta por ciento de las sesiones en un año, podrán designarse otros consejeros con las mismas características, siempre que las ausencias no estén justificadas a juicio del Consejo.

ARTÍCULO 12. Los nombramientos de consejeros independientes deben recaer en personas de nacionalidad mexicana con amplios conocimientos financieros y de reconocida honorabilidad y prestigio profesional, así como experiencia comprobados.

ARTÍCULO 13. Los consejeros están obligados a abstenerse expresamente de participar en la deliberación y votación de cualquier asunto que implique para ellos un conflicto de intereses. Asimismo, deben mantener absoluta confidencialidad respecto de todos aquellos actos, hechos o acontecimientos relativos al Sistema.

ARTÍCULO 14. El Consejo se reunirá por lo menos una vez al mes y  para que la sesión adquieran el carácter de válida, deberá contar con la asistencia de al menos nueve consejeros, siempre y cuando entre ellos se encuentre al menos tres de los independientes. 

Las resoluciones se tomarán por mayoría de votos de los consejeros presentes en la sesión. El Presidente del Consejo tiene voto de calidad, en caso de empate.

ARTÍCULO 15. No podrán ser designados como consejeros las personas que:

I.          Se encuentren en los casos señalados en el artículo 22 de la Ley de Instituciones de Crédito;

II.         Tengan  parentesco hasta el tercer grado por consanguinidad o por afinidad con otro consejero, y

III.       En el caso de los consejeros independientes tengan:

a.   Relación laboral con alguna de las personas integrantes del Consejo;

b.   Relación laboral o mercantil con persona física o moral que sea acreedor, deudor, cliente o proveedor del Sistema o del Secretariado Ejecutivo, y

c.   La representación de asociaciones, gremios, federaciones o confederaciones de trabajadores, patrones, o sectores de atención que se relacionen con el objeto del Sistema.

Si alguno de los consejeros designados se ubica en cualquier momento en cualquiera de los supuestos contemplados en este artículo, será sustituido por su suplente por todo el tiempo que dure el impedimento y hasta en tanto se haga la designación del nuevo consejero propietario.

En el caso de que alguno de los consejeros independientes llegara a ubicarse en alguno de los supuestos contenidos en este artículo, el Titular del Poder Ejecutivo Federal designará a un nuevo consejero, para completar el periodo para el cual fue designado originalmente.

Capítulo III

Del Secretariado Ejecutivo del Sistema

ARTÍCULO 16. El Secretariado Ejecutivo del Sistema será el encargado de instrumentar administrativamente las decisiones que tome el  consejo. Tendrá la naturaleza de órgano  desconcentrado de la Secretaría y contará con plena autonomía técnica y operativa. Al frente de dicho órgano habrá un Secretario Ejecutivo.

ARTÍCULO 17. El Secretario será designado por Titular del Ejecutivo Federal a través del Secretario. La designación deberá recaer en persona que reúna los requisitos siguientes:

I.          Ser ciudadano mexicano por nacimiento que no adquiera otra nacionalidad;

II.         Estar en pleno goce de sus derechos civiles y políticos;

III.       Ser menor de sesenta y cinco años cumplidos en la fecha de inicio del período durante el cual desempeñará su cargo, y

IV.       Gozar de probada experiencia en materia económica y financiera, así como haber ocupado, por lo menos durante cinco años, cargos de alto nivel en el sistema financiero mexicano o en la banca de desarrollo.

ARTÍCULO 18. El encargo de Secretario Ejecutivo del Sistema durará seis años, que se empezarán a contar el día primero de enero del cuarto año calendario correspondiente al periodo del Presidente de la República.

ARTÍCULO 19. El Secretario Ejecutivo tendrá a su cargo la administración y representación legal del Sistema, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Consejo y a cada Director General de las entidades de banca de desarrollo.

Corresponde al Secretario Ejecutivo:

I.          Representar legalmente al Consejo, atendiendo a las instrucciones del mismo;

II.         Ejecutar administrativamente las resoluciones del Consejo;

III.       Elaborar y someter a aprobación del Consejo el Reglamento Interno del Sistema, así como las modificaciones que, en su caso, requiera éste;

IV.       Autorizar la publicación de los balances e informes del Sistema conforme a las bases acordadas por el Consejo;

V.        Participar en las sesiones del Consejo con voz, elaborar las minutas de las mismas y dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones adoptados;

VI.       Las que le delegue el Consejo, y

VII.      Las demás que le confiera esta ley, el Reglamento Interno del Sistema y el Reglamento Interior de la Secretaría.

ARTÍCULO 20. El Secretario Ejecutivo formulará anualmente los programas financieros, presupuestos generales de gastos e inversiones, así como sus programas operativos de acuerdo con los lineamientos, medidas y mecanismos que al efecto establezca la Secretaría.

Capítulo IV

De las entidades de banca de desarrollo

ARTÍCULO 21. Corresponde a las entidades de banca de desarrollo: 

I. Otorgar crédito competitivo y oportuno para impulsar proyectos de inversión cuyo impacto económico sea de orden nacional o regional;

II.  Cubrir las necesidades de financiamiento de los sectores económicos no atendidos por las instituciones financieras del sector privado e incrementar la competencia del sistema financiero;

III. Fungir como agentes financieros del Gobierno;

IV. Fungir como instrumento del Gobierno para orientar los objetivos del Plan Nacional de Desarrollo, mediante la movilización del ahorro interno y externo hacia aquellos sectores económicos que por su importancia en la actividad económica nacional requieran de mayores fuentes de financiamiento;

V.  Ser administradoras y fiduciarias de mandatos, fideicomisos y comisiones que se constituyan para el adecuado desempeño de su objeto, y

VI. Lo demás que señale esta ley, sus leyes orgánicas o reglamentos en lo que no se opongan a ésta y otras disposiciones aplicables.

ARTÍCULO 22. Para efectos de lo que señala el artículo 16 de esta ley y en cumplimiento de su objeto, las entidades de banca de desarrollo pueden realizar las operaciones siguientes:

I.          Recibir depósitos bancarios de dinero:

a.   A la vista;

b.   Retirables en días preestablecidos;

c.   De ahorro, y

d.   A plazo o con previo aviso;

II.         Aceptar préstamos y créditos;

III.       Emitir bonos bancarios;

IV.       Emitir obligaciones subordinadas;

V.        Constituir depósitos en instituciones de crédito y entidades financieras del exterior;

VI.       Efectuar descuentos y otorgar préstamos o créditos;

VII.      Asumir obligaciones por cuenta de terceros, con base en créditos concedidos, a través del otorgamiento de aceptaciones, endoso o aval de títulos de crédito, así como de la expedición de cartas de crédito;

VIII.     Operar con valores en los términos de las disposiciones de la presente Ley, de la Ley de Instituciones de Crédito y de la Ley del Mercado de Valores;

IX.       Promover la organización y transformación de toda clase de empresas o sociedades mercantiles y suscribir y conservar acciones o partes de interés en las mismas, en los términos de la Ley de Instituciones de Crédito;

X.         Operar con documentos mercantiles por cuenta propia;

XI.       Expedir cartas de crédito previa recepción de su importe, hacer efectivos créditos y realizar pagos por cuenta de clientes;

XII.      Practicar las operaciones de fideicomiso a que se refiere la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, y llevar a cabo mandatos y comisiones;

XIII.     Celebrar operaciones consigo mismas en el cumplimiento de fideicomisos, mandatos o comisiones, cuando lo apruebe el Consejo y el Banco de México lo autorice mediante disposiciones de carácter general, en las que se establezcan requisitos, términos y condiciones que promuevan que las operaciones de referencia se realicen en congruencia con las condiciones de mercado al tiempo de su celebración, así como que se eviten conflictos de interés;

XIV.     Recibir depósitos en administración o custodia, o en garantía por cuenta de terceros, de títulos o valores y en general de documentos mercantiles;

XV.      Actuar como representante común de los tenedores de títulos de crédito;

XVI.     Hacer servicio de caja y tesorería relativo a títulos de crédito, por cuenta de las emisoras;

XVII.   Desempeñar la sindicatura o encargarse de la liquidación judicial o extrajudicial de negociaciones, establecimientos, concursos o herencias;

XVIII.  Encargarse de hacer avalúos que tendrán la misma fuerza probatoria que las leyes asignan a los hechos por corredor público o perito;

XIX.     Adquirir los bienes muebles e inmuebles necesarios para la realización de su objeto y enajenarlos cuando corresponda;

XX.      Celebrar contratos de arrendamiento financiero y adquirir los bienes que sean objeto de tales contratos;

XXI.     Efectuar operaciones de factoraje financiero;

XXII.    Emitir y poner en circulación cualquier medio de pago que determine el Banco de México, sujetándose a las disposiciones técnicas y operativas que éste expida, en las cuales se establezcan entre otras características, las relativas a su uso, monto y vigencia, a fin de propiciar el uso de diversos medios de pago;

XXIII.  Intervenir en la contratación de seguros para lo cual deberán cumplir con lo establecido en la Ley General de Instituciones y Sociedades Mutualistas de Seguros y en las disposiciones de carácter general que de la misma emanen;

XXIV.  Llevar a cabo operaciones análogas o conexas a las mencionadas en el presente artículo que autorice el Consejo, oyendo la opinión del Banco de México y de la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, y

XXV.   Realizar las operaciones necesarias para la adecuada atención del correspondiente sector de la economía nacional y el cumplimiento de las funciones y objetivos que les sean propios, conforme a las modalidades y excepciones que, respecto a las previstas en ésta u otras leyes, determinen sus leyes orgánicas. 

Las operaciones a que se refieren las fracciones I y II del presente artículo, las deben realizar las entidades de banca de desarrollo con vistas a facilitar a los beneficiarios de sus actividades el acceso al servicio de banca y crédito y propiciar en ellos el hábito del ahorro y el uso de los servicios que presta el Sistema Bancario Mexicano, de manera que no se produzcan desajustes en los sistemas de captación de los recursos del público.

Los bonos bancarios que emitan las entidades de banca de desarrollo en términos de la fracción III de este artículo, deben propiciar el desarrollo del mercado de capitales y la inversión institucional.

Para la realización de las operaciones y servicios bancarios previstos en este artículo las entidades de banca de desarrollo podrán, sólo por excepción autorizada por el Consejo, contratar los servicios de terceros o de otras instituciones de crédito a que hace referencia el artículo 46 Bis 1 de la Ley de Instituciones de Crédito. 

ARTÍCULO 23. Las entidades de banca de desarrollo deben contar con la infraestructura necesaria para la adecuada prestación de servicios y la realización de las operaciones necesarias para el cumplimiento de su objeto, en las distintas regiones del país y, en su caso, en el extranjero.

Asimismo, las entidades de banca de desarrollo deben contar con áreas de capacitación, asistencia técnica e información de mercados. 

ARTÍCULO 24. El Ejecutivo Federal, por conducto de la Secretaría, y a propuesta del Consejo, expedirá el reglamento orgánico de cada entidad en el que se establecerán las bases conforme a las cuales se regirá su organización y el funcionamiento de sus órganos, de conformidad con lo que al respecto señala la presente ley. 

ARTÍCULO 25. Cada entidad de banca de desarrollo debe someter a la autorización del Consejo, de acuerdo con los lineamientos, medidas y mecanismos que al efecto establezca la Secretaría, los límites de endeudamiento neto externo e interno; financiamiento neto y los límites de intermediación financiera. Para efectos de lo establecido en este artículo la Secretaría dará a conocer los conceptos que integran la intermediación financiera en el Informe sobre la Situación Económica, las Finanzas Públicas y la Deuda Pública, que corresponda.

ARTÍCULO 26. Cada entidad de banca de desarrollo, en las contrataciones de servicios que requieran para realizar las operaciones y servicios previstos en el artículo 17 de esta Ley, no estarán sujetas a la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

Las contrataciones que realicen las entidades de banca de desarrollo relativas al gasto asociado con materiales y suministros, servicios generales, e inversión física en bienes muebles e inmuebles, conforme al artículo 30 del Reglamento de la Ley Federal de Presupuesto y Responsabilidad Hacendaria, sí están sujetas a lo dispuesto en la Ley de Adquisiciones, Arrendamientos y Servicios del Sector Público.

Para efectos de lo dispuesto en este artículo, el Consejo está facultado para emitir lineamientos generales conforme a lo dispuesto en el presente artículo, así como a resolver consultas sobre contrataciones específicas, en cuyo caso, se privilegiará en todo momento la eficiencia, eficacia y debida oportunidad en los servicios que presta la banca de desarrollo.

Capítulo V

Del capital social de las entidades de banca de desarrollo

ARTÍCULO 27. El capital social de las entidades de banca de desarrollo estará presentado por títulos de crédito que se regirán por las disposiciones 

aplicables de la Ley General de Títulos y Operaciones de Crédito, en lo que sea compatible con su naturaleza y no contravenga lo previsto en la presente ley.

Los títulos a los que se refiere el párrafo previo se denominarán certificados de aportación patrimonial, serán nominativos y se dividirán en dos series: 

I.          La serie "A", que representará en todo tiempo el sesenta y seis por ciento del capital de la sociedad, que sólo podrá ser suscrita por el Gobierno, y 

II.         La serie "B", que representará el treinta y cuatro por ciento restante.

Los certificados de la serie "A" se emitirán en título único, serán intransmisibles y en ningún caso podrá cambiarse su naturaleza o los derechos que confieren al Gobierno como titular de los mismos. Los certificados de la serie "B" podrán emitirse en uno o varios títulos.

ARTÍCULO 28. Con excepción del Gobierno y las sociedades de inversión común, ninguna persona física o moral podrá adquirir, mediante una o varias operaciones de cualquier naturaleza, simultáneas o sucesivas, el control de certificados de aportación patrimonial de la serie "B" por más del cinco por ciento del capital pagado de una institución de banca de desarrollo. El mencionado límite se aplicará, asimismo, a la adquisición del control por parte de personas que de acuerdo con los lineamientos que expida el Consejo deban considerarse para estos efectos como una sola persona.

El Consejo, mediante lineamientos de carácter general, puede autorizar que entidades de la Administración Pública Federal y los gobiernos de las entidades federativas y de los municipios, puedan adquirir certificados de la serie "B", en una proporción mayor a la establecida en este artículo.

El Consejo dispondrá la forma, proporciones y demás condiciones aplicables a la suscripción, tenencia y circulación de los certificados de la serie "B". Dichas disposiciones se sujetarán a las modalidades que, en su caso, señalen las respectivas leyes orgánicas, considerando la especialidad sectorial y regional de cada entidad de banca de desarrollo.

Las entidades instituciones de banca de desarrollo llevarán un registro de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B", que deberá contener los datos relativos a los tenedores de los certificados y a las transmisiones que se realicen.

Las entidades únicamente podrán considerar como propietarios de los certificados de la serie "B" a quienes aparezcan inscritos como tales en el registro a que se refiere el párrafo previo. Para tal efecto, deben inscribirse en dicho registro y a petición de su legítimo tenedor, las transmisiones que se efectúen, siempre que se ajusten a lo establecido en esta ley. 

ARTÍCULO 29. En ningún momento podrán participar en forma alguna en el capital de las entidades de banca de desarrollo, personas físicas o morales extranjeras, ni sociedades mexicanas en cuyos estatutos no figure cláusula de exclusión directa e indirecta de extranjeros.

Las personas que contravengan lo dispuesto en este artículo, perderán en favor del Gobierno la participación de que se trate.

ARTÍCULO 30. Los certificados de aportación patrimonial de las entidades de banca de desarrollo darán a sus titulares el derecho de participar en las utilidades de la entidad emisora y, en su caso, en la cuota de liquidación.

Los certificados de la serie "B" serán de igual valor y conferirán los siguientes derechos a sus tenedores:

I.          Designar y remover a los comisarios correspondientes a esta serie de certificados;

II.         Adquirir en igualdad de condiciones y en proporción al número de sus certificados, los que se emitan en caso de aumento de capital. Este derecho deberá ejercitarse en el plazo que el Consejo señale, el que se computará a partir del día en que se publique en el Diario Oficial de la Federación el acuerdo correspondiente y que no podrá ser inferior a treinta días;

III.       Recibir el reembolso de sus certificados a su valor en libros según el último estado financiero aprobado por el Consejo, cuando se reduzca el capital social de la entidad en los términos previstos en esta ley, y

IV.       Los demás que esta ley les confiera.

ARTÍCULO 31. El capital mínimo de las entidades de banca de desarrollo será el que establezca el Consejo y debe estar íntegramente pagado. 

Cuando el capital social exceda del mínimo, debe estar pagado por lo menos en un cincuenta por ciento, siempre que ese porcentaje no sea menor del mínimo establecido.

Las entidades de banca de desarrollo podrán emitir certificados de aportación patrimonial no suscritos que conservarán en tesorería y que serán entregados a los suscriptores contra el pago total de su valor nominal y de las primas que, en su caso, fijen las mismas.

Cuando una entidad de banca de desarrollo anuncie su capital social, deberá al mismo tiempo anunciar su capital pagado.

ARTÍCULO 32. El capital social de las entidades de banca de desarrollo puede ser aumentado o reducido a propuesta del Consejo que modifique el Reglamento Orgánico respectivo, en cuyo caso la resolución debe ser publicada en el Diario Oficial de la Federación.

En el caso de reducción de capital, el Consejo puede proponer si ésta se efectúa mediante reducción del valor nominal de los certificados o amortización de una parte de ellos. En este último supuesto, los certificados de la serie "B" que corresponda amortizar serán determinados por sorteo que lleve a cabo el propio Consejo.

Para efectos de la reducción, ya sea por canje o amortización, los certificados de la serie "B" se considerarán a su valor en libros según el último estado financiero aprobado por el Consejo.

El Consejo está facultado para establecer los casos y condiciones en que las entidades de banca de desarrollo podrán adquirir transitoriamente los certificados de la serie "B", representativos de su propio capital.

ARTÍCULO 33. La distribución de las utilidades y, en su caso, la cuota de liquidación de las entidades de banca de desarrollo, se harán en proporción a las aportaciones. 

Las pérdidas serán distribuidas en igual forma y hasta el límite de las aportaciones. 

Si hubiere pérdidas del capital social, éste deberá ser reintegrado o reducido antes de hacerse la distribución de utilidades.

Las utilidades sólo podrán repartirse después de aprobado el balance general, sin exceder el monto de las que realmente se hubieren obtenido.

Capítulo VI

De la administración y vigilancia de las entidades de banca de desarrollo

ARTÍCULO 34. La administración de cada una de las entidades de banca de desarrollo corresponde a un Consejo Directivo y a un Director General.

ARTÍCULO 35. El Consejo Directivo de cada banco de desarrollo debe conducirlo con base en las políticas,  lineamientos y prioridades que conforme a lo dispuesto por la Ley establezca el mismo, para el logro de los objetivos y metas de sus programas e instruirá al respecto al titular del Secretariado para la ejecución y realización de los mismos.

ARTÍCULO 36. El Consejo Directivo representación de la entidad de banca de desarrollo que corresponda, puede acordar la realización de todas las operaciones inherentes a su objeto y delegar discrecionalmente sus facultades en el Director General, así como constituir apoderados y nombrar delegados para actos o funciones específicos, excepto por lo que se refiere a las siguientes facultades indelegable:

I.          Nombrar y remover, a propuesta del Director General, a los servidores públicos de la institución que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la de aquél, y a los demás que señale el reglamento orgánico, así como concederles licencias;

II.         Nombrar y remover al secretario y al prosecretario del Consejo Directivo;

III.       Gestionar, previa opinión favorable del Consejo Directivo, el establecimiento, reubicación y clausura de sucursales, agencias y oficinas en el país y en el extranjero;

IV.       Acordar la creación de comités de crédito, el de recursos humanos y desarrollo institucional, de administración integral de riesgos, así como los que considere necesarios para el cumplimiento de su objeto;

V.        Determinar las facultades de los distintos órganos y de los servidores públicos de la institución, para el otorgamiento de créditos, previa autorización del Consejo Directivo;

VI.       Aprobar los estados financieros de la entidad que se someterán a la consideración del Consejo Directivo. Los estados financieros anuales se aprobarán previo dictamen de los comisarios y deberán estar suscritos por el Director General, el responsable de la contabilidad de la institución y el responsable de las funciones de auditoría interna, conforme a su competencia, previo a su aprobación;

VII.      Proponer al Consejo, en su caso, la constitución de reservas, así como la aplicación de utilidades, así como la forma y términos en que deberá realizarse;

VIII.     Aprobar los presupuestos generales de gasto e inversión que se someterán a la aprobación del Consejo;

IX.       Aprobar las propuestas de los límites de endeudamiento neto externo e interno, financiamiento neto, así como los límites de intermediación financiera que se presentarán para autorización del Consejo;

X.         Aprobar las estimaciones de ingresos anuales, el programa financiero, y los programas operativos que se presentarán a consideración del Consejo;

XI.       Aprobar los programas anuales de adquisición, arrendamiento y enajenación de bienes muebles e inmuebles, de realización de obras y prestación de servicios, que la entidad requiera, así como las políticas y bases generales que regulen los convenios, contratos o acuerdos que deba celebrar la entidad con terceros en estas materias, para su presentación ante el Consejo;

XII.      Proponer al Consejo modificaciones al reglamento interno de la entidad;

XIII.     Recomendar al Consejo la emisión de certificados de aportación patrimonial, provisionales o definitivos;

XIV.     Proponer al Consejo el aumento o reducción del capital social;

XV.      Sugerir al Consejo los aumentos de capital pagado de la entidad, así como proponerle las primas, que en su caso deban pagar los suscriptores de certificados de aportación patrimonial;

XVI.     Recomendar al Consejo la emisión de obligaciones subordinadas;

XVII.   Someter a la aprobación del Consejo la propuesta de inversiones en el capital de las empresas a que se refieren los artículos 75, 88 y 89 de la Ley de Instituciones de Crédito, así como su enajenación;

XVIII.  Aprobar, previa opinión favorable del Consejo, los programas anuales de publicidad y propaganda de la entidad, sin que se requiera autorización de la Secretaría de Gobernación; 

XIX.     Plantear a la consideración del Consejo las propuestas de estructura orgánica, niveles de empleo, las bases para la elaboración de tabuladores de sueldos, política salarial y para el otorgamiento de incentivos; políticas de ascensos, promociones y jubilaciones; lineamientos de selección, reclutamiento y capacitación; criterios de separación; indicadores de evaluación de desempeño para la determinación de compensaciones y demás prestaciones económicas y de seguridad social establecidas en beneficio de los servidores públicos que laboren en la entidad de banca de desarrollo, así como las condiciones generales de trabajo de la institución, a propuesta del Director General, y tomando en cuenta la opinión del sindicato correspondiente, la remuneración de los consejeros y comisarios designados por los titulares de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B", por recomendación del comité de recursos humanos y desarrollo institucional, como excepción a lo dispuesto por los artículos 31, fracción XXIV, y 37, fracciones VIII, XVIII y XVIII bis, de la Ley Orgánica de la Administración Pública Federal;

XX.      Opinar sobre las condiciones generales de trabajo de la institución;

XXI.     Someter a la autorización del Consejo la tenencia por cuenta propia de títulos inscritos en el Registro Nacional de Valores, representativos del capital social de sociedades, así como la forma de administrarla

XXII.    Someter a la autorización del Consejo el programa de financiamiento acorde con las metas que éste fije para la entidad de banca e desarrollo correspondiente;

XXIII.  Conocer y, en su caso, aprobar para someterlos a la autorización del Consejo, los informes que le presente el comité de administración integral de riesgos, así como los límites prudenciales de riesgos que al efecto le proponga éste;

XXIV.  Analizar y aprobar, en su caso, los asuntos que someta a su consideración el comité de auditoría y dictar las medidas aplicables o procedentes en materia de control interno, siempre y cuando no se trate de asuntos competencia de los otros integrantes del Sistema, y

XXV.   Las demás que establezca esta ley, la ley orgánica o el reglamento orgánico de la entidad;

En el ejercicio de las atribuciones que se confieren a los consejos directivos en el presente artículo, se sujetarán a lo dispuesto por esta ley y sus leyes orgánicas, así como a los lineamientos o resoluciones que emita el Consejo.

ARTÍCULO 37. Corresponde al Director General de cada entidad de banca de desarrollo, como parte de sus funciones administrativas, someter a la consideración del Consejo Directivo los proyectos y programas relacionados con las facultades que al propio consejo confiere el artículo anterior.

Además de las señaladas en esta y otras leyes, es facultad del Director General designar y remover delegados fiduciarios, previa opinión favorable del Consejo.

ARTÍCULO 38. El Director General de cada entidad de banca de desarrollo será designado por el Ejecutivo Federal, a través del Secretario. Tal nombramiento debe recaer en la persona que reúna los requisitos señalados en el artículo 24 de la Ley de Instituciones de Crédito.

Los mismos requisitos deberán reunir los servidores públicos de la entidad que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores a la del Director General. 

Cuando a criterio del Secretario los servidores públicos que ocupen cargos con las dos jerarquías administrativas inferiores no realicen funciones de carácter sustantivo, los podrá eximir de los requisitos contenidos en la fracción II del artículo 24 de la Ley de Instituciones de Crédito.

ARTÍCULO 39. Las designaciones de los integrantes de los consejos directivos de las entidades de banca de desarrollo se realizarán de conformidad con lo que señalen la presente ley y sus respectivas disposiciones orgánicas, en lo que no se opongan a ésta.

En cualquier caso, la integración de los consejos directivos debe contemplar la participación de consejeros independientes. Por consejero independiente debe entenderse a la persona que sea ajena a la administración de la entidad de banca de desarrollo respectiva, y que reúna los requisitos y condiciones que determine la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, mediante disposiciones de carácter general, en las que igualmente se establecerán los supuestos bajo los cuales se considerará que un consejero deja de ser independiente.

En ningún caso podrán ser designados como consejeros independientes:

I.          Empleados o directivos de la entidad de banca de desarrollo de que se trate;

II.         Personas que se encuentren en alguno de los supuestos previstos en el artículo 73 de la Ley de Instituciones de Crédito o tengan poder de mando;

III.       Socios o personas que ocupen un empleo, cargo o comisión en sociedades o asociaciones que presten servicios a la entidad conforme a lo que señala la fracción IV de este artículo;

IV.       Clientes, proveedores, prestadores de servicios, deudores, acreedores, socios, consejeros o empleados de una sociedad que sea cliente, proveedor, prestador de servicios, deudor o acreedor importante de la entidad. Se considera que un cliente, proveedor o prestador de servicios es importante cuando los servicios que le preste la entidad o las ventas que aquél le haga a ésta representen más del diez por ciento de los servicios o ventas totales del cliente, del proveedor o del prestador de servicios, respectivamente. Asimismo, se considera que un deudor o acreedor es importante cuando el importe de la operación respectiva sea mayor al quince por ciento de los activos de la entidad o de su contraparte;

V.        Empleados de una fundación, asociación o sociedad civiles que reciban donativos importantes de la entidad. Se consideran donativos importantes a aquéllos que representen más del quince por ciento del total de donativos recibidos por la fundación, asociación o sociedad civiles de que se trate;

VI.       Directores generales o directivos de alto nivel de una sociedad en cuyo consejo de administración participe el director general o un directivo de alto nivel de la entidad;

VII.      Cónyuges, concubinas o concubinarios, así como parientes por consanguinidad, afinidad o civil hasta el primer grado, de alguna de las personas mencionadas en las fracciones anteriores o de algún otro miembro del Consejo Directivo; 

VIII.     Directores o empleados de empresas en las que los accionistas de la entidad ejerzan el control;

IX.       Personas que tengan conflictos de interés o estén supeditados a intereses personales, patrimoniales o económicos de cualquiera de las personas que administren la entidad;

X.         Personas que hayan estado comprendidos en alguno de los supuestos anteriores, durante el año anterior al momento en que se pretenda hacer su designación;

XI.       Personas que tengan litigio pendiente con la entidad de que se trate;

XII.      Personas sentenciadas por delitos patrimoniales; las inhabilitadas para ejercer el comercio o para desempeñar un empleo, cargo o comisión en el servicio público, o en el sistema financiero mexicano;

XIII.     Quebrados y concursados que no hayan sido rehabilitados, y

XIV.     Personas que realicen funciones de inspección y vigilancia de las instituciones de crédito.

ARTÍCULO 40. Los consejeros externos con carácter de independientes de los consejos directivos de las entidades de banca de desarrollo no tendrán suplentes y prestarán sus servicios por un período de cuatro años. 

Los períodos de dichos consejeros serán escalonados y se sucederán cada año. Las personas que funjan como tales podrán ser designadas con ese carácter más de una vez.

La vacante que se produzca de algún consejero externo con carácter de independiente será cubierta por el nuevo miembro que se designe para integrar el consejo directivo y durará con tal carácter sólo por el tiempo que faltare desempeñar al sustituido.

Al tomar posesión del cargo, cada consejero deberá suscribir un documento elaborado por la entidad de banca de desarrollo de que se trate, en donde declare bajo protesta de decir verdad que no tiene impedimento alguno para desempeñarse como consejero en dicha entidad, y en donde acepte los derechos y obligaciones derivados de tal cargo.

ARTÍCULO 41. Los integrantes de los consejos directivos de las entidades de banca de desarrollo estarán obligados a abstenerse expresamente de participar en la deliberación y votación de cualquier asunto que implique para ellos un conflicto de interés. 

Asimismo, deberán mantener absoluta confidencialidad respecto de todos aquellos actos, hechos o acontecimientos relativos a la entidad de que sea consejero, así como de toda deliberación que se lleve a cabo en el marco del Consejo Directivo, sin perjuicio de la obligación que tendrá la entidad de proporcionar toda la información que le sea solicitada al amparo de la presente ley y de las disposiciones en materia de transparencia y acceso a la información pública gubernamental.

ARTÍCULO 42. El Consejo Directivo, así como los servidores públicos de las entidades de banca de desarrollo están impedidos para otorgar jubilaciones o  pensiones en términos y condiciones distintos a lo previsto en sus respectivas condiciones generales de trabajo.

ARTÍCULO 43. El órgano de vigilancia de las entidades de banca de desarrollo estará integrado por dos comisarios, de los cuales uno será 

nombrado por la Comisión Nacional Bancaria y de Valores y el otro por los titulares de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B". Por cada comisario propietario se nombrará el respectivo suplente. 

Los comisarios tendrán las más amplias facultades para examinar los libros de contabilidad y demás documentación de la entidad de banca de desarrollo de que se trate, incluida la de su Consejo Directivo, así como para llevar a cabo todos los demás actos que requiera el adecuado cumplimiento de sus funciones, y tendrá el derecho de asistir a las juntas del Consejo Directivo con voz.

La designación de comisarios que realicen los tenedores de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B" corresponderá a quien o quienes en su conjunto mantengan la mayoría de dicha serie. En el supuesto de que el titular sea el Gobierno, la designación correspondiente la realizará el Secretario. 

ARTÍCULO 44. El Consejo Directivo de cada entidad de banca de desarrollo deberá contar con un comité de auditoría, que tendrá carácter consultivo. 

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores establecerá, mediante disposiciones de carácter general, las atribuciones que, como mínimo, deberá ejercer dicho comité de auditoría, así como la forma en que el propio comité deberá quedar integrado, la periodicidad de sus sesiones y la oportunidad y suficiencia de la información que deba considerar.

El comité de auditoría podrá someter directamente a la consideración del Consejo Directivo de la entidad o al Consejo los proyectos, programas y demás asuntos relacionados con las facultades a que se refiere el párrafo anterior, y deberá comunicarle las diferencias de opinión que existieran entre la administración de la entidad de banca de desarrollo de que se trate y el propio comité de auditoría.

ARTÍCULO 45. El Consejo debe fijar las bases de carácter general para establecer la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de independientes y comisarios de las entidades de banca de desarrollo que sean designados por los titulares de los certificados de aportación patrimonial de la serie "B".

ARTÍCULO 46. Las entidades de banca de desarrollo deben contar con un comité de recursos humanos y desarrollo institucional, al cual corresponderá recomendar al Consejo Directivo, para que se someta a la consideración del Consejo, el monto de la remuneración que corresponda a los consejeros externos con carácter de independientes y a los comisarios. 

Asimismo, el comité al que se refiere este artículo propondrá las remuneraciones a los expertos que participen en los comités de apoyo constituidos por el consejo.

ARTÍCULO 47. La Comisión Nacional Bancaria y de Valores, con acuerdo de su Junta de Gobierno, así como del Consejo y después de escuchar al interesado, puede determinar que se proceda a la remoción o suspensión de los delegados fiduciarios y servidores públicos que puedan obligar con su firma a las entidades de banca de desarrollo, con excepción del Director General, cuando considere que tales personas no cuentan con la suficiente calidad técnica o moral para el desempeño de sus funciones o que en el desempeño de éstas no se hayan ajustado a las disposiciones legales y administrativas aplicables. 

Las resoluciones de remoción o suspensión podrán ser recurridas ante la Comisión Nacional Bancaria y de Valores, la cual resolverá, previa opinión del Consejo, a través de su Junta de Gobierno dentro de los quince días hábiles que sigan a la fecha en que la misma se hubiere notificado.

La Comisión Nacional Bancaria y de Valores puede recomendar al Ejecutivo Federal, a través de la Secretaría, la remoción del Director General de una entidad de banca de desarrollo cuando considere que éste no se ha ajustado en el desempeño de sus funciones a las disposiciones legales y administrativas aplicables, o bien, no haya conducido la entidad con base en las sanas prácticas bancarias.

TITULO III

Capítulo Único

De la Transparencia del Sistema

ARTÍCULO 48. Las Sociedades Nacionales de Crédito, bancos de desarrollo, así como las demás instancias del Sistema proporcionarán a las autoridades y al público en general información referente a sus operaciones, así como indicadores que midan los servicios con los que cada entidad y fideicomiso atiende a los sectores que les corresponden, de acuerdo con los lineamientos que para tal efecto emita el Consejo y con las disposiciones aplicables en materia de transparencia y acceso a la información pública gubernamental.

Dicha información se difundirá utilizando medios electrónicos, ópticos o cualquier otra tecnología que les permita darla a conocer. 

Asimismo, a través de los medios electrónicos con los que cuente, se darán a conocer los programas de créditos y garantías, indicando las políticas y criterios conforme a los cuales realizarán tales operaciones; los informes sobre el presupuesto de gasto corriente y de inversión;  las contingencias derivadas de las garantías otorgadas por las entidades de banca de desarrollo, así como las contingencias laborales, o de cualquier otro tipo que impliquen un riesgo para la institución.

En el cumplimiento de las obligaciones a las que se refiere este artículo las entidades de banca de desarrollo observarán lo dispuesto en el artículo 117 de la Ley de Instituciones de Crédito.

ARTÍCULO 49. El Consejo, a través del Secretariado, enviará al Ejecutivo Federal y al Congreso de la Unión o, en su caso, a la Comisión Permanente del Congreso:

I.          En el mes de enero de cada año, una exposición sobre las políticas de financiamiento al desarrollo a seguir por el Sistema en el ejercicio respectivo, así como un informe sobre el presupuesto de gasto corriente e inversión física de las entidades integrantes del Sistema, correspondiente a dicho ejercicio;

II.         En el mes de septiembre de cada año, un informe sobre la ejecución de la política de financiamiento durante el primer semestre del ejercicio de que se trate, y

III.       En el mes de marzo de cada año, un informe sobre la ejecución de la política de financiamiento durante el segundo semestre del ejercicio inmediato anterior y, en general, sobre las actividades del Sistema en el conjunto de dicho ejercicio, en el contexto de la situación económica nacional e internacional.

ARTÍCULO 50. Cualquiera de las Cámaras del Congreso de la Unión podrán de manera indistinta citar al Secretario Ejecutivo del Sistema o al Secretario,  en su carácter de Presidente del Consejo, para que rinda informes sobre las políticas de financiamiento al desarrollo y las actividades del Sistema.

ARTÍCULO 51.El Sistema, a través del Secretario Ejecutivo, deberá publicar en forma semestral en dos periódicos de amplia circulación en el país, el estado que guarda su patrimonio, así como los indicadores más representativos de su situación financiera y administrativa.

T R A N S I T O R I O S

ARTÍCULO PRIMERO. El presente Decreto entrará en vigor al día siguiente de su publicación en el Diario Oficial de la Federación.

ARTÍCULO SEGUNDO. El Ejecutivo Federal contará con un plazo de 90 días naturales a partir de la entrada en vigor de esta Ley para modificar las disposiciones reglamentarias de carácter orgánico que regulan las entidades de banca de desarrollo, a efecto de hacerlas congruentes con lo que establece el presente Decreto.

ARTÍCULO TERCERO. El Ejecutivo Federal deberá proponer a los consejeros independientes del Consejo Nacional de Financiamiento al Desarrollo en un plazo no mayor a 90 días naturales a partir de la entrada en vigor de este Decreto. 

ARTÍCULO CUARTO. Una vez aprobadas las designaciones a las que se refiere el artículo previo, se convocará a la primera sesión del Consejo Nacional de Financiamiento al Desarrollo dentro de los quince días siguientes a la fecha de aprobación.

ARTÍCULO QUINTO. Una vez instalado el Consejo Nacional de Financiamiento al Desarrollo contará con un plazo no mayor de 90 días naturales para expedir su Reglamento Interno. 

ARTÍCULO SEXTO. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público deberá tomar las medidas administrativas y legales respectivas para que una parte  suficiente de los recursos humanos, materiales y financieros que están actualmente afectados a su Dirección General de Banca de Desarrollo pasen al Secretariado Ejecutivo del Sistema Nacional de Banca de Desarrollo.

ARTÍCULO SÉPTIMO. El Ejecutivo Federal deberá tomar las medidas pertinentes para que la totalidad de recursos financieros, materiales y humanos del Banco del Ahorro Nacional y Servicios Financieros, así como los del Fondo Pymes a cargo de la Secretaría de Economía pasen a Nacional Financiera dentro de los 180 días naturales siguientes a partir de la entrada en vigor de este Decreto.

ARTÍCULO OCTAVO. El Ejecutivo Federal deberá tomar las medidas pertinentes para que la totalidad de recursos financieros, materiales y humanos afectos a Financiera Rural, el Fondo Especial de Asistencia Técnica y Garantía para Créditos Agropecuarios; así como el Fondo de Garantía y Fomento para la Agricultura, Ganadería y Avicultura, pasen al Banco Nacional de Fomento Agropecuario dentro de los 180 días naturales siguientes a partir de la entrada en vigor de este Decreto. Asimismo, dicho banco deberá establecer una coordinación operativa con los Fideicomisos Instituidos en Relación con la Agricultura, operados en el Banco de México.

ARTÍCULO NOVENO. El Ejecutivo Federal deberá tomar las medidas pertinentes para que la totalidad de recursos financieros, materiales y humanos afectos al Fondo Nacional de Fomento al Turismo, así como del Fideicomiso Fondo Nacional de Habitaciones Populares pasen al Banco Nacional de Obras y Servicios Públicos dentro de los 180 días naturales siguientes a partir de la entrada en vigor de este Decreto. Asimismo, dicho banco deberá establecer una coordinación operativa con la Sociedad Hipotecaria Federal. 

ARTÍCULO DÉCIMO. Para dar eficacia y certidumbre legal a los propósitos de la presente ley, dentro de los siguientes 90 días inmediatos a la promulgación de la presente ley, las instituciones integrantes del Sistema, deberán realizar una revisión integral a su estructura orgánica y operacional con el fin de actualizarla y adecuarla conforme a los preceptos contenidos en esta ley. De igual manera, el Ejecutivo Federal designará al Director General del Banco Nacional de Comercio Exterior, dentro de los 90 días naturales siguientes, a partir de la entrada en vigor del presente decreto. 

ARTÍCULO DÉCIMO PRIMERO. La Secretaría de Hacienda y Crédito Público será la responsable de coordinar los trabajos y establecer los mecanismos relativos a la transición de funciones y operaciones que se deberán realizar en el sistema bancario para ajustarse a lo que señala este Decreto.

ARTÍCULO DÉCIMO SEGUNDO. En la ejecución de la presente ley se respetarán los derechos laborales de los trabajadores de todas las instancias involucradas.

ARTÍCULO DÉCIMO TERCERO. Se derogan:

I.          El segundo párrafo del artículo 4º, el último párrafo del artículo 6º y el capítulo II del Título Segundo de la Ley de Instituciones de Crédito, y

II.         Las demás disposiciones que se opongan al presente Decreto.

FIRMAN LA PRESENTE INICIATIVA:

Sen. Manlio Fabio Beltrones Rivera              

Sen. María de los Ángeles Moreno Uriegas 

Sen. Amira Gómez Tueme                   

Sen. Fernando Castro Trenti                

Sen. Francisco Labastida Ochoa         

Sen.  Heladio Elías Ramírez López     

Sen.  Carlos Lozano de la Torre          

Sen. Ramiro Hernández García           

Sen. Eloy Cantú Segovia                 

Sen. Raúl Mejía González               

Dado en el pleno del Senado de la República el 29 de septiembre de 2009 

--------------------------------------------------------------------------------

Nota: Con fundamento en Las Reglas Provisionales en Relación con la Gaceta del Senado de la Junta de Coordinación Política de fecha 11 de octubre del año 2006, por el que se crea la Gaceta del Senado y con base en la Regla Segunda, inciso cuatro de ese ordenamiento, la publicación impresa de la Gaceta del Senado y la que aparece en medios electrónicos, tiene sólo propósitos informativos y no genera consecuencias jurídicas fuera del propio Senado.
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